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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo nueve de dos mil nueve
Expediente: 66001-31-03-005-2009-00001-01
Acta N° 91 de marzo 9 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación de la sentencia dictada el 26 de enero último por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, interpuesta por el accionante Orlando Pugliese Parra en esta acción de tutela que le promovió al Juzgado Segundo Civil Municipal, a la que fue vinculado el Edificio Tarragona P.H.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa que estima vulnerados por el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta localidad, el señor Orlando Pugliese Parra adujo que el Edificio Tarragona P.H. presentó demanda ejecutiva de mínima cuantía en su contra, como propietario que es del local comercial que hace parte del edificio, pero que está ubicado sobre la carrera 4ª y no hace uso de las zonas comunes de la edificación; que en dicha demanda se le están cobrando 25 cuotas de administración, una cuota para la pintura del edificio, otra para el seguro de las áreas comunes e intereses sobre cada una de las cuotas y los gastos ordenados; que por conducto de apoderado judicial contestó la demanda en la que se precisó que el reglamento en que la misma se apoyaba no podía ser tenido en cuenta por virtud de la Ley 675 de 2001, porque el mismo no se había reformado como lo ordenada esta disposición; que el proceso fue fallado y no se tuvo en cuenta el contenido del recurso de apelación porque se trataba de un asunto de mínima cuantía y por ello acude a esta vía, ante la flagrante violación al artículo 29 de la C.N.
Continuó su relato para traer a colación un aparte de una sentencia de tutela proferida por la Corte Constitucional, a propósito del derecho al debido proceso, y con fundamento en ella y bajo los lineamientos de la Ley 675 de 2001 indicó en qué consistieron las irregularidades del despacho accionado. Solicitó, entonces, que se declararan violados por parte del citado estrado judicial sus derechos fundamentales por haberse omitido el análisis y la valoración de la prueba documental que arrimó al proceso iniciado en su contra; que como consecuencia de ello se le ordenara al Juzgado Segundo Civil Municipal restablecerlos disponiendo la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de la demanda y se cancelara el embargo y secuestro del local de su propiedad.
El Juzgado Quinto Civil del Circuito le dio trámite a la petición y dispuso darle traslado al titular del despacho judicial accionado,  integró a la actuación al Edificio Tarragona P.H. y decretó la práctica de una inspección judicial al proceso que motivó la promoción de la solicitud constitucional, la que se llevó a cabo el pasado 15 de enero. 
El representante legal de la propiedad horizontal vinculada manifestó que todos los planteamientos elevados por el señor Pugliese Parra para dar respuesta a la demanda ejecutiva fueron claramente analizados y acertadamente resueltos por el Juez Segundo Civil Municipal y que ahora se presentan nuevos argumentos para tratar de evadir el pago de las expensas comunes que adeuda citando algunos artículos de la ley 675 pero omitiendo otros que hacen alusión al objeto de la misma, a sus definiciones y a las obligaciones que tienen los propietarios privados de un edificio sometido al régimen de propiedad horizontal; hizo una relación del valor de las cuotas de seguro para el año 2008 y explicó que tales valores están acordes con su presupuesto lo que evita que en caso de siniestro se les aplique la cláusula de seguro insuficiente o infraseguro, y que por la misma póliza se diferencia notablemente el valor del pago entre los locales y los apartamentos.  
Continuó exponiendo que las pretensiones y los argumentos de la acción de tutela faltan al sentido común porque se quieren eludir unas responsabilidades que como propietario de un bien sometido al régimen de propiedad horizontal conoce el propietario, máxime cuando había sostenido comunicación telefónica con el ahora accionante para el pago de la deuda.
El juzgado profirió sentencia en la que negó el amparo porque no se dan en este caso los presupuestos para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ya que todos los actos procesales se cumplieron de acuerdo con las previsiones legales que regulan ese tipo de procesos de ejecución, es decir, no encontró configurada una vía de hecho y, además, advirtió que el demandante cuenta con otra vía procesal, que es la de impugnar las decisiones de la Asamblea General de Propietarios cuando trasgredan las regulaciones legales o al reglamento mismo de la propiedad horizontal. 
El accionante impugnó y reiteró en su escrito que la Ley 675 de 2001 modificó el reglamento de la propiedad horizontal y el Edificio Tarragona P.H., no se acogió a esa normativa, concretamente en lo que tiene que ver con los edificios de usos mixtos como este.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

  



Se pretende con esta acción que se deje sin efecto todo lo actuado en el proceso ejecutivo que contra el accionante adelanta el Edificio Tarragona P.H. y se ordene levantar las medidas de embargo y secuestro que pesan sobre el local de su propiedad, actuación que cursa ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta ciudad, porque considera que dentro del mismo se le han violentado los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, pues con la sentencia de única instancia que allí se profirió, el juzgado incurrió en vías de hecho al no aplicar en debida forma las disposiciones legales contenidas en algunos apartes de la Ley 675 de 2001.
Pero sin mucho esfuerzo se puede concluir que no era otra la decisión que podía adoptar el juez constitucional de primer grado.  Así es, porque, en primer lugar, en lo relacionado con el derecho a la defensa, como bien se concluyó en primera instancia y de acuerdo con las mismas manifestaciones del solicitante, se le brindaron al interior del proceso todas las garantías procesales para salvaguardar sus intereses, tanto así, que optó por conferir mandato a un profesional de derecho para que lo asistiera en el juicio, por medio del cual propuso excepciones de fondo, respecto de cuyo trámite no se avizore irregularidad alguna. 
Como segunda premisa, se tiene que la acción de tutela no fue instituida como una instancia adicional. La tesis imperante desde 1992 es la de que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que preveían este mecanismo contra sentencias judiciales
, el mismo se abre paso en aquellos eventos en los que se configure una vía de hecho, lo que hoy ha hecho tránsito a lo que se conoce como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:

“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico: Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

En el presente caso, dados los argumentos del demandante, se puede decir que la vía de hecho se hace recaer en el denominado defecto sustantivo, porque alega que el juzgado desconoció totalmente lo ordenado en algunos cánones de la Ley 675 de agosto de 2001, lo que permitió que se le cobraran unas sumas de dinero que no consultaban los coeficientes de copropiedad exigidos por nuestra legislación para la nueva figura jurídica “edificio o conjunto de uso comercial o mixto” que modificó sustancialmente la forma de cálculo. 
Pero ni de la sentencia que origina esta petición constitucional, ni de la actuación en general, aflora tal vicio, si bien bajo un estudio cuidadoso y concienzudo, con apego a las previsiones legales, lejos de posiciones inoportunas y bajo una fundada hermenéutica el Juez Segundo Civil Municipal de Pereira decidió el asunto puesto a su consideración.   

Aquella posición del señor Pugliese Parra según la cual al proferirse el fallo aludido se desconoció totalmente lo reglado en la citada ley, no se ajusta a la realidad de lo ocurrido. Por el contrario, siguiendo su postulados el juez hizo un juicioso y crítico análisis de la situación que el allí demandado refutó frente a la demanda que se le interpuso y con fundamento en él rechazó las excepciones propuestas y dispuso seguir adelante la ejecución. De allí que no se advierta dislate alguno por parte del Juzgado Segundo Civil Municipal, que bajo unos adecuados y pertinentes razonamientos jurídicos desató el litigio, lo que lleva a concluir que no se configura la vía de hecho alegada, por partida doble: primero, porque la decisión proviene de una juiciosa interpretación que, por serlo, no admite discusión por este medio especial; y segundo, porque la intelección que al asunto le dio el juez no se vislumbra antojadiza, grosera o caprichosa.

Aunque para el actor tales apreciaciones no sean válidas, en la medida en que constituyen una alternativa probable de la solución del problema planteado y por lo tanto no se muestran arbitrarias o descabelladas, no le abren margen para utilizar la acción de tutela como si se tratara de una instancia adicional en los procesos, que no lo es, y de contera se descarta la violación del debido proceso.




Viene de todo lo dicho que la decisión de primera instancia al denegar el amparo impetrado por el señor Orlando Pugliese Parra fue acertada y, por consiguiente, será confirmada.

DECISIÓN

  Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida el pasado 26 de enero por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad, mediante la cual negó el amparo solicitado por Orlando Pugliese Parra en esta acción de tutela que le promovió al Juzgado Segundo Civil Municipal, a la que fue vinculado el Edificio Tarragona P.H.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y  remítase a la  Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS






� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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